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Resolución H. Consejo Superior

Número: 

Referencia: EX-2020-00189515- -UNC-ME#FCM

 
VISTO:

La impugnación presentada al orden 10 por el Sr. Dr. ADOLFO GUSTAVO AZULAY en
contra de la Resolución N° RHCD-2020-60-E-UNC-DEC#FCM del H. Consejo Directivo
de la Facultad de Ciencias Médicas, la cual, en la Pág. 139/131 del orden 2, rechaza la
impugnación presentada por el nombrado en contra del dictamen del tribunal del
concurso de un cargo de Profesor Titular con dedicación semiexclusiva en la Unidad
Hospitalaria de Cirugía 3 del Hospital Córdoba (Art. 1°) y aprueba dicho dictamen y el
correspondiente orden de méritos (Art. 2°); y

CONSIDERANDO:

El concienzudo dictamen que al orden 23 elabora la Dirección de Asuntos Jurídicos (N°
DDAJ-2020-67726-E-UNC-DGAJ#SG), cuyo términos se comparten;

Por ello, y teniendo en cuenta lo aconsejado por la Comisión de Vigilancia y Reglamento
en su despacho de orden 30,

EL H. CONSEJO SUPERIOR DE LA

UNIVERSIDAD NACIONAL DE CÓRDOBA

R E S U E L V E :

ARTÍCULO 1º.- Rechazar, sobre la base del Dictamen DDAJ-2020-67726-E-UNC-
DGAJ#SG que se anexa a la presente, la impugnación intentada por el Dr. ADOLFO
GUSTAVO AZULAY en contra de la Resolución N° RHCD-2020-60-E-UNC-DEC#FCM
del H. Consejo Directivo de la Facultad de Ciencias Médicas y, en consecuencia,
ratificar dicho decisorio en todos sus términos.

ARTÍCULO 2°.- Designar por concurso al Sr. Dr. JOSÉ ALBERTO COOKE (Leg.
47.614) en el cargo de Profesor Titular con dedicación semiexclusiva en la Unidad
Hospitalaria de Cirugía 3 del Hospital Córdoba por el término reglamentario vigente de
siete años.



ARTÍCULO 3°.- El Dr. Cooke, en el término de diez días y con copia de la presente
resolución, deberá concurrir a la Caja Complementaria de Jubilaciones y Pensiones del
Personal de la U.N.C. a sus efectos.

ARTÍCULO 4°.- Notifíquese, comuníquese y pase para su conocimiento y efectos a la
Facultad de Ciencias Médicas y a la Secretaría de Gestión Institucional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL H. CONSEJO SUPERIOR A NUEVE
DÍAS DEL MES DE MARZO DE DOS MIL VEINTIUNO.
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Universidad Nacional de Córdoba
2020 - Año del General Manuel Belgrano


Dictamen de Dirección de Asuntos Jurídicos


Número: 


Referencia: EXP. 2020-189515 UNC-ME#FCM


 
Sr. Abogado Director:


En los presentes ha tramitado el llamado
a concurso para cubrir, Concurso 1 cargo Profesor Titular
DSE Unidad Hospitalaria de Cirugía N°3 – Hospital Córdoba
de la Facultad de Ciencias Médicas, proceso en el que el
aspirante DR. ADOLFO GUSTAVO AZULAY formuló impugnación
al Dictamen del jurado interviniente, todo lo cual es
aconsejado rechazar por el Órgano Asesor de la Facultad,
lo que en definitiva así se resuelve por R.H.C.D. Nº
60/2020.


Contra esa resolución, el Dr. Azulay,
interpone recurso que nombra jerárquico.


Si bien lo titula de tal modo, luego al
remedio intentado, lo designa adecuadamente surgiendo que
es el previsto en la propia O.H.C.S. Nº08/1986 T.O. RR.
433/2009 en sus artículos 21 y 22, donde s expresamente
se dispone:


“ARTÍCULO 21: La resolución rectoral o
del Consejo Directivo recaída sobre el concursante será
en todos los casos fundada y notificada fehacientemente a
los aspirantes, quienes dentro de los diez (10) días
posteriores podrán impugnarla por defectos de forma o
procedimiento, así como por manifiesta arbitrariedad con
los debidos fundamentos. El escrito de impugnación deberá
presentarse ante el Decano o Rector según corresponda,
quien lo elevará de inmediato con las demás actuaciones
al H. Consejo Superior.


ARTÍCULO 22: El H. Consejo Superior
podrá solicitar aclaraciones sobre las propuestas
elevadas por el Rector o los Consejos Directivos. En
forma fundada y por el voto de la mayoría absoluta de sus
miembros resolverá: a) Aceptar la propuesta designando al
concursante sugerido o rechazarlo con lo que el concurso







quedará sin efecto. No podrá designar a un aspirante
diferente al propuesto por el jurado. b) Aprobar o
rechazar la propuesta de dejar sin efecto o de declarar
desierto el concurso.”


Los cuestionamientos del impugnante, en
esta instancia, han sido presentados como sustento de la
procedencia sustancial, y los ha titulado 1. Vicio en el
procedimiento por ausencia de dictamen de esta DGAJ; 2.
Vicio en la Causa; 3. Vicio en la motivación; 4.
Violación del debido proceso adjetivo: Tutela
administrativa efectiva. Arbitrariedad de la resolución;
5. Indebida integración del Tribunal. 6. Solicita medida
de no innovar manteniendo su designación interina.


I.- SOBRE LA PROCEDENCIA FORMAL:


Asiste razón al recurrente cuando afirma
que con fecha 21/09/2020 por RR -2020-985 se ha dispuesto
la reanudación del curso de los plazos legales y
administrativos oportunamente suspendidos, por lo que
anteriormente a ello no se encontraba corriendo ningún
plazo y su presentación surge interpuesta en tiempo y
forma por lo que resulta admisible desde tal aspecto.


II.- SOBRE LA PROCEDENCIA SUSTANCIAL:


Entrando al análisis de los vicios
sustanciales aducidos en contra del dictamen del jurado,
procederé a analizar cada uno de ellos en el modo y forma
que se desarrolla a continuación:


II.- 1.- Se observa que con relación al
vicio de procedimiento aduce Inexistencia de Dictamen
Jurídico de los Servicios Permanentes de Asesoramiento
Jurídico.


Afirma que la RHCD 60/2020 constituye un
acto administrativo irregular, gravemente ilegítimo, toda
vez que, previo a su dictado, se ha omitido requerir el
Dictamen Jurídico que obligatoriamente exige la LNPA a
los fines de cumplir el debido procedimiento previo para
la formación válida de la voluntad estatal.


A tal fin transcribe textualmente el
artículo 7 inciso d).


Alega que la garantía del debido
procedimiento previo determina que con antelación al
dictado del acto administrativo se acredite el
seguimiento de los procedimientos esenciales estipulados
por la normativa y, en este sentido, es la propia ley de
procedimiento administrativo la que considera esencial al
dictamen jurídico de los servicios permanentes de
asesoramiento jurídico, cuando el acto a dictarse pudiere
afectar derechos subjetivos o intereses legítimos (Invoca
doctrina y dictámenes de la PTN).


Menciona que en estas actuaciones no ha
existido dictamen emitido por los servicios permanentes de
asesoramiento jurídico del Estado Nacional, constituidos
éstos por los agentes que integran el Cuerpo de Abogados
del Estado, sino que la actividad consultiva obligatoria
ha pretendido sea suplida por dictámenes expedidos por







abogados asesores que no dependen técnica y
profesionalmente de la Procuración del Tesoro de la
Nación (conf. Ley 12.954), que no integran la Dirección
de Asuntos Jurídicos dela UNC y que por lo tanto no
cumple con la norma y la legalidad.


Si bien en su escrito cita la RHCD 1658
se advierte que se trata de un error de pluma y que se
está refiriendo a la resolución cuestionada H.C.D.
60/2020 a la que considera que adolece de un grave vicio
de procedimiento, toda vez que se ha omitido requerir el
dictamen jurídico obligatorio a la Dirección de Asuntos
Jurídicos de la UNC, único órgano autorizado a los fines
de expedirse sobre la legitimidad de los actos
cuestionados y sobre los vicios del obrar del jurado que
fueron oportunamente denunciados y ello invalida el acto
dictado por haberse violado el procedimiento.


Arguye que tampoco puede entenderse
cumplida la manda normativa con el dictamen del Asesor
Letrado de la Facultad, pues lo cierto es que la garantía
del debido procedimiento previo no puede considerarse
cumplimentada con cualquier procedimiento ya que el
Dictamen Jurídico necesariamente debió ser expedido por la
Dirección de Asuntos Jurídicos de la UNC.


Continúa diciendo que el dictamen
obrante a fs. 57/58 y emitido por el Sr. Ab. Eduardo
Manuel Juárez en modo alguno constituye el dictamen
jurídico obligatorio del cuerpo de abogados que exige la
normativa, toda vez que dicho letrado es sólo un asesor
interno del señor Decano pero no integra la Dirección de
Asuntos Jurídicos de la UNC y por tanto no puede
considerarse su consejo como Dictamen Jurídico obligatorio
en los términos de la ley vigente, ya que los únicos
autorizados por la ley para hacerlo es el órgano jurídico
de la UNC, que es la DAJ y no los asesores personales de
la autoridades.


Razona que no existiendo dictamen
jurídico del órgano competente, se acredita la violación
en este concurso al debido procedimiento previo; de allí
que la RHCD 60/2020 constituye un acto administrativo
irregular que debe ser declarado nulo de nulidad absoluta
conforme lo determina el art. 14, inc. b) de la LNPA, por
haberse incumplido ese requisito esencial, exigido por el
art. 7, inc. d), de la LNPA.


Este agravio no puede prosperar, es bien
sabido que no procede la nulidad de un acto por falta de
dictamen previo si aquella omisión es subsanada
posteriormente, y también, que los dictámenes posteriores
purgan el vicio de la omisión del dictamen previo (Ver
dictámenes PTN 191:140; 254:261 y 301:955).


En definitiva, tal omisión queda
subsanada con la intervención de esta Dirección en esta
Instancia donde se expedirá sobre cada uno de los
agravios de impugnación.


II.- 2.- Al denunciar vicio en la causa
cita que es incuestionable que la resolución del HCD de
la Facultad de Ciencias Médicas es nula de nulidad
absoluta, por cuanto carece de uno de los elementos







esenciales del acto administrativo requeridos por el art.
7º de la Ley de Procedimiento Administrativo Nacional,
cual es la causa del acto.


Razona que la causa objetiva de la
decisión del HCD se sustenta en el dictamen del Tribunal
de Concurso; documento que no puede ser considerado un
antecedente de hecho válido, toda vez que ha sido
elaborado en abierta transgresión al Reglamento de
concursos.


En estos casos, la consecuencia prevista
por la Ley de Procedimiento Administrativo se encuentra
en el artículo 14, inciso b, en tanto establece que el
acto dictado con “…falta de causa por no existir o ser
falsos los hechos o el derecho invocados…” es nulo, de
nulidad absoluta e insanable.


Invoca que la actuación del jurado ha
sido ilegítima, y carece de validez, toda vez que no
existen allí criterios y pautas objetivas de evaluación
que permitan conocer a los concursantes cuál sería la
relevancia que se otorgó, en cada caso, a cada
antecedente, ni por qué motivos se mencionaron algunos
antecedentes y se omitió de citar otros; ni cómo fueron
ponderados los que efectivamente fueron citados, o bien
el valor o la consideración que se hizo respecto de los
restantes que fueron omitidos.


Declara que no se explica por qué se han
mencionado algunos antecedentes y otros no, o cuál ha
sido el peso específico atribuido a cada uno.


Dice que tampoco se explica, entre los
destacados, cuál es el valor relativo asignado a cada
uno, ni cómo comparativamente se posicionan frente a los
de los restantes aspirantes.


Ello se evidencia con una simple
remisión al dictamen, en donde el Jurado sencillamente
explicita que “no se mencionan todos los antecedentes de
los aspirantes”, y que “Se determina priorizar todos los
antecedentes referenciados a CIRUGIA y se deja
establecido que aquellos antecedentes no relacionados
directamente con la disciplina en cuestión, aun cuando
posean incuestionable valor, serán considerados
complementarios de los específicos para la asignatura
concursada.”


Declara que a pesar de ello, no existe
en el Dictamen ninguna mención a cuáles serían, a
criterio del jurado, aquellos antecedentes que considera
referenciados al Área de Cirugía, máxime cuando este
concursante acreditó antecedentes estrictamente
relacionados a tal disciplina, que luego no fueron
transcriptos en el acta. Para el caso, tampoco existe en
el dictamen indicación de qué puntaje o valor se ha
asignado a cada uno de los antecedentes que efectivamente
fueron mencionado.


Argumenta que tampoco se ha especificado
cuáles antecedentes fueron considerados complementarios,
ni tampoco cuál ha sido el valor que se ha atribuido a
cada uno de ellos.







Razona que se citaron aleatoria y
caprichosamente algunos antecedentes, sin considerarlos
específicos – en el entendimiento de que podrían existir
antecedentes específicos no enunciados-, o bien ha habido
una indebida valoración de los antecedentes del
suscripto, que no han sido mencionados en el dictamen
labrado.


Expresa que luego, el dictamen del
jurado precisa que considera esenciales los ítems
referentes a la actuación docente en el pregrado y en el
postgrado, pero luego omite indicar cuál ha sido la
relevancia dada a cada antecedente de estos ítems, o bien
si estos antecedentes resultaban más trascendentes que
los restantes a evaluar, por lo que tal criterio de
evaluación se muestra carente de contenido.


Expone que idéntica situación es la que
ocurre cuando el dictamen refiere privilegiar los
elementos de calidad y valor específico propio relativos
a los Antecedentes Académicos/Investigación, pues tal
criterio no se ve reflejado al examinar a este
postulante, pues hasta se omite total referencia a cuáles
fueron, en opinión del jurado, esos hechos y elementos de
calidad, ni cuál ha sido su valor específico propio; y
cuáles, en su caso, fueron descartados de esa
calificación.


Prosigue que el Tribunal sostuvo que los
Antecedentes Asistenciales/Extensión constituían “un
elemento clave a considerar”, priorizando “los cargos y
jerarquías alcanzadas procurando conjugar armónicamente el
rango académico con el deber social de la profesión”,
pero luego se omite cualquier mención a la valoración que
se hace de cada uno y su incidencia en el resultado
final.


Se queja sobre que la sucinta reseña
efectuada corrobora que en el dictamen del Tribunal de
Concurso los criterios de evaluación de Antecedentes
resultaron ser meramente aparentes, pues no se vieron
reflejados en la valoración de sus antecedentes.


Expresa que a su vez, se reprochó en esa
oportunidad la ausencia total de criterios de valoración
de las restantes instancias procesales (Prueba de
Oposición y Entrevista Personal), limitándose el Tribunal
a hacer una apreciación subjetiva -y sin parámetros
objetivos preestablecidos- de cada concursante; pues, si
bien los miembros del jurado consignaron una serie de
acotaciones sobre el desempeño de cada concursante, no
existe una explicación pormenorizada que dé acabada cuenta
de las razones por las que un concursante sobresalió
frente a los otros y/o las razones por las que el jurado
ha entendido que ese -y no otro- era el puntaje que
objetivamente le correspondía a cada aspirante; aun
cuando el reglamento del concurso así lo exige.


Afirma que sobre este punto, resta
señalar que no puede ampararse la Administración
invocando la discrecionalidad técnica con que cuenta el
Jurado para evaluar pues, tal como tiene dicho la
jurisprudencia, en la comprobación de la verdad real no







existe discrecionalidad posible de la Administración al
analizar los hechos que sirvan de antecedente al acto: “…
se entiende que los antecedentes de hecho que se invoquen
como causa del acto deben ser real y objetivamente
comprobables, sin perjuicio de la discrecionalidad que
tiene la


Administración en cuanto a su
apreciación, la que de forma alguna podrá ser
arbitraria”.


Concluye que una decisión dictada sobre
presupuestos fácticos irregulares por no concurrir los
antecedentes de hecho exigidos por la ley aplicable, como
lo es la RHCD 60/2020, determina la nulidad absoluta del
acto.


Este agravio tampoco puede progresar, en
efecto, es bien sabido que la falta de mención de algunos
antecedentes no implica su no valoración, simplemente el
Jurado menciona aquellos que considera esenciales y
relevantes para el cargo objeto de concurso y así lo
expresa al establecer su criterio cualitativo y
cuantitativo de calificación (art. 15 inc. OHCS 8/86 TO
RR 433/09).


De la simple lectura del dictamen del
Jurado puede advertirse la diferencia existente entre los
antecedentes de los aspirantes y por lo tanto no advierto
arbitrariedad manifiesta en la puntación asignada a cada
uno de ellos.


Por su parte el impugnante omite señalar
o precisar que antecedentes no le fueron evaluados y que
son pertinentes al área concursada, lo que impide
considerarlo.


No comparto el criterio del impugnante
al denunciar vicio en la causa, toda vez que, a pesar de
la disconformidad del recurrente, lo cierto es que existe
tal elemento esencial al haber sido valorado conforme los
antecedentes de cada uno de los aspirantes, como la
evaluación de la clase y la entrevista.


Al respecto cabe recordar que la Ley de
Procedimientos Administrativos Nº 19.549 se enroló en una
concepción objetivista, que considera causa del acto
administrativo a los antecedentes o circunstancias de
hecho o de derecho que en cada caso justificaron su
dictado.


El Tribunal del Concurso ha fijado los
criterios de evaluación los que se ajustan a la Ordenanza
vigente tanto de la Unidad Académica RHCS 401/05 como la
de esta Universidad OHCS 08/86 TO RR 433/09.


La resolución del H.C.D. 60/2020 ha sido
dictada basándose en el dictamen del Jurado al que lo ha
considerado apto y suficiente a dichos fines.


No advierto del dictamen en el que se ha
sustentado la resolución en crisis, arbitrariedad o
ilegalidad manifiesta, únicos extremos que autorizarían su
revocación.







En definitiva, la resolución cuestionada
contiene este requisito esencial del acto administrativo,
“causa”, que son los hechos, antecedentes y el derecho en
lo que se ha basado la Resolución HCD 60/2020.


II.- 3.- Respecto al perjuicio que
denuncia como ausencia de motivación del acto
administrativo, afirma que es meramente aparente, por no
haberse visto reflejada en la decisión atacada en tanto y
en cuanto de su sola lectura se advierte que en la RHCD
60/2020 el Honorable Consejo Directivo no ha dado razones
que justifiquen el rechazo de su impugnación al Dictamen
y la convalidación del obrar del Jurado.


Sustenta su queja en que el Dictamen de
la Asesoría Letrada de la Facultad se desestima sus
planteos de manera genérica y dogmática.


Aduce que, en oportunidad de cuestionar
el Dictamen del Jurado, demostró debidamente la nulidad
del accionar del Tribunal del Concurso, poniendo en
evidencia que no existían pautas objetivas de valoración
y que, en el negado caso de entender que las mismas
existían, éstas no habían sido debidamente aplicadas en
relación a él.


Afirma que la RHCD 60/2020 nada dice
sobre todos estos puntos. En verdad, tal acto
administrativo remite, a los fines de su fundamentación,
al Dictamen del asesor, el cual, por su parte, efectúa
afirmaciones tan abstraídas de los hechos que no
corroboran que las mismas hayan sido destinadas para el
caso que nos ocupa, por lo que mal pueden constituir una
fundamentación concreta y acabada del acto, como exige la
normativa a los efectos de su validez.


A tal fin transcribe párrafos del
referido informe del Asesor Legal de la Facultad, también
protesta que no se resolviera su planteo sobre la no
integración del Jurado con los observadores por
considerarlo tardío.


Finaliza expresando que no existe en
ninguna instancia del concurso explicitación que permita
acreditar que el Tribunal se ha sujetado a la normativa
vigente, ni cuáles han sido las supuestas pautas
objetivas de valoración seguidas, ni cómo la asignación
de puntajes no fue arbitraria y caprichosa, cuando la
verdad es que no existió parámetro objetivo alguno que
habilitara la atribución de puntajes dispuesta por el
Jurado.


Por lo que sostiene la ausencia de
motivación que la RHCD 60/2020 al remitir al dictamen
jurídico de la Asesoría Letrada como única fuente de
fundamentación del acto administrativo.


Tampoco comparto esta queja, la que más
bien surge como discrepancia con la calificación y orden
de mérito acordado pero no alcanza para rebatir lo
dictaminado por el jurado, dictamen que luce aceptable en
cuanto a su motivación, extremo suficiente para otorgarle
validez y carente de arbitrariedad manifiesta.







En efecto, consta en el dictamen
atribución de puntaje y los antecedentes diferenciales de
cada aspirante en los tres momentos evaluados:
antecedentes; prueba de oposición y entrevista de
trabajo.


Lo cierto es que el dictamen permite
observar las diferencias entre uno y otro postulante, sus
calificaciones y los fundamentos que llevó al Jurado al
establecer el orden de mérito.


Es de destacar, que en autos se advierte
que se ha dado debido cumplimiento a las normas que rigen
los concursos docentes O.H.C.S. Nº08/1986 T.O. RR.
433/2009.


Sobre la base de aquellas normas, el
H.C.D. de la Facultad de Ciencias Médicas dictó el acto
recurrido.


Por su lado, la motivación o
fundamentación del acto constituye la exposición de las
razones que han llevado al órgano a emitirlo y, en
especial, la expresión de los antecedentes de hecho y de
derecho que preceden y justifican su dictado (Cassagne,
Juan Carlos, Derecho Administrativo, tº II, pág. 113,
Abeledo-Perrot, Bs. As., 2004).


Si bien, en principio, la motivación
debe integrar el texto del acto respectivo, en
determinadas circunstancias se ha aceptado la motivación
no contextual o in aliunde, es decir aquella que aparece
separada del acto que motiva. En tal sentido la
Procuración del Tesoro ha dicho que debe considerarse que
existe motivación suficiente -pese al defecto técnico que
ello importa- si obran informes y antecedentes con fuerza
de convicción, dado que a las actuaciones administrativas
se las debe considerar en su totalidad y no aisladamente,
porque son parte integrante de un procedimiento y, como
etapas de él, son interdependientes y conexas entre sí
(v. Dictámenes 199:43: 209:248, 236:91 y 242:467) y que
el acto administrativo puede integrarse con los informes
y dictámenes que lo preceden (v. Dictámenes 156:467).


Respecto a la ausencia del dictamen
jurídico, no comparto esa impugnación, por cuanto ha
existido tal conclusión, si bien no por parte de esta
Dirección, deficiencia que como he expresado más arriba,
se subsana con esta intervención, lo ha hecho el abogado
asesor de la Facultad, aconsejando desestimar la
impugnación, criterio que comparto.


Cabe puntualizar que si bien el
procedimiento previo a la decisión de dejar último en el
orden de mérito al recurrente, se encuentra reglado en
las normas antes mencionadas e impone la previa
existencia de un informe fundado, la decisión en sí, una
vez satisfecho tal requisito, constituye una facultad
discrecional, no advirtiéndose arbitrariedad en esa
valoración (v. Dict. 231:249).


En el caso, el dictamen producido por el
Tribunal del Concurso con carácter previo a la Resolución







del H.C.D satisface aquel requisito procedimental. 
Por su lado, tratándose, como se apuntó, del ejercicio de
una facultad discrecional, la invocación de tal informe y
la Resolución del H.C.D. donde se hace referencia a ello
y al propio análisis que realizan los integrantes del
Consejo a través de sus Comisiones de los antecedentes
reunidos que lo han llevado a la convicción que debe
aprobarlo, constituye motivación suficiente.


A ello cabe agregar la doctrina de la
Corte Suprema de Justicia de la Nación, conforme a la
cual cuando una norma otorga expresamente una facultad
discrecional al Poder Administrador, el requisito de la
motivación se cumple con la invocación del respectivo
precepto.


Así como que la exigencia de la
motivación no implica sustentar un ritualismo excesivo, y
que tal exigencia no puede desvincularse de la amplitud
de las facultades ejercidas por la Administración (Cfr.
Fallos 311:1206, in re Piaggio de Valero).


Asimismo, que la exigencia de la
motivación explicita se atenúa cuando la decisión no se
aparta del dictamen precedente (CN Cont. Adm. Fed., Sala
III, 2-III-86, in re Del Río Baltasar, Jorge c/ Est.
Nac.).


II.- 4.- Con relación a la integración
del jurado, por una supuesta indebida integración al no
estar constituido con los observadores, discrepo con la
interpretación del recurrente, ya que según el artículo
5° de la OHCS 08/86 T.O. RR 433/09 el jurado está
integrado por tres profesores con sus respectivos
suplentes y a su vez establece la designación de los
observadores, uno por los estudiantes y otro por el
estamento de los egresados, que remiten sus conclusiones
antes del dictamen del Jurado.


Puede verse al Orden 2 donde consta el
Expediente papel embebido, fs. 29, donde consta el Acta
de Constitución del Tribunal, surgiendo la inasistencia
de los observadores a pesar de estar notificados.


Ahora bien, la ausencia de los
observadores, como la no presentación de sus
conclusiones, en nada invalida el dictamen del jurado que
es el que tiene la competencia para dictaminar sobre la
idoneidad de los aspirantes y establecer el orden de
mérito.


No coincido con la queja del recurrente
en cuanto sostiene una violación del procedimiento, ya
que surge del dictamen del Jurado que se ha aplicado la
normativa interna de la Unidad Académica RHCS 401/95 y
modificatorias y OHCS 8/86 T.O. RR433/09 (ART. 15;16; 17
y CC).


III.- Por último y vinculada a la medida
de no innovar solicitada por el Prof. Azulay, debo
señalar que no merece recibo, por cuanto a partir del
criterio sentado por la Excma. Cámara Federal de
Apelaciones de esta Ciudad, en autos "Rinaldi, José María
c/Universidad Nacional de Córdoba - Recurso Judicial







(Expte. N° 36-R-2006), Prol. "A" 115, FO134/136, Seco
11”, se resolvió que cabe ponderar que la designación
vigente al momento del "diferendo" consistía en un
interinato y por tal motivo no gozaba el actor de un
derecho subjetivo pleno en lo que respecta a la
estabilidad de su designación. Por el contrario, ese
derecho subjetivo se encontraba debilitado y, por lo
tanto, su situación jurídica era "precaria" sujeta a
plazo y condición. El cumplimiento del término constituye
una causal de extinción del acto administrativo y una vez
expirado el plazo no puede ya prorrogarse su vigencia
sino que debe dictarse un nuevo acto (conf. Gordíllo,
Agustín "Tratado de Derecho Administrativo", Tomo 3
Fundación de Derecho Administrativo, Buenos Aires, 1999,
pág. X/II-12). El acaecimiento de la condición
resolutoria, esto es la cobertura del cargo por concurso
extingue la designación de pleno derecho.


De lo que sigue que el cumplimiento del
término de la designación constituye una de las causales
de extinción del acto administrativo y una vez expirado
no se prorroga su vigencia, salvo que la administración
en uso de las facultades discrecionales que la norma le
confiere, estime necesaria su continuidad.


En conclusión, si los miembros del H.
Consejo Superior comparten la propuesta del Jurado y lo
expuesto en el presente, deberán rechazar la impugnación
en todas sus partes y ratificar la Resolución del H.C.D.
Nº 60/2020 en todo lo que decide y designar al primero en
el orden de mérito.


Así dictamino.
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